Expediente:    19001-23-33-004-2014-002270-00

Actor:
       DEPARTAMENTO DEL  CAUCA

Demandado:   ACUERDO No. 07 DE 2014 - MUNICIPIO DE SANTA           

                       ROSA – CAUCA.

Acción:           EXEQUIBILIDAD

EXEQUIBILIDAD/ Prevalencia del derecho sustancial sobre las formas /Principio de conservación del derecho/ El error de digitación en una palabra del texto del Acuerdo no es incompatible con la finalidad legal del acto administrativo/Declara ajustado a derecho el Acuerdo.  
Para la Sala, al parecer por un error de digitación, se consignó la palabra sanción en lugar de publicación en el artículo tercero del acto municipal. Evento que considera el demandante contrario a Derecho y en consecuencia llamado a dejar sin efectos el acto del Concejo. 

Sin embargo, la expresión sanción utilizada en el artículo tercero del acuerdo cuestionado, no es intrínsecamente problemática, en el entendido que se encuentra plenamente demostrado el cumplimiento de los requisitos legales de formación del acto. Además tal manifestación no tendría el alcance de ser incompatible con la finalidad legal del Acuerdo 07 de 2014, o contrariar disposiciones constitucionales, que evidencien afectación de derechos jurídicamente protegidos. 

La Sala en el presente caso dará relevancia al principio de conservación del Derecho, considerando ajustado a la normatividad la expresión contenida en el artículo 3 del Acuerdo 07 de 2014, en el entendido que se refieren sus efectos única y exclusivamente al cumplimiento de la obligación de publicación del acuerdo. 

De otra parte la prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, según el artículo 228 de la Carta Política, permiten igualmente apreciar que se cumplió con la exigencia legal. Los documentos aportados evidencian sin menor duda que la publicación se realizó.

En consecuencia se declarará ajustado a Derecho el Acuerdo 07 de 2014, emitido por el Concejo Municipal de Santa Rosa, Cauca, bajo el entendimiento que no podía producir efectos antes de su publicación.
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REPÚBLICA DE COLOMBIA
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TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL CAUCA

Popayán, once (11) de agosto de dos mil catorce (2.014)

Magistrado Ponente: DAVID FERNANDO RAMÍREZ FAJARDO
Expediente:    190012333004201400227000

Actor:
     DEPARTAMENTO DEL  CAUCA

Demandado:   ACUERDO No. 07 DE 2014 - MUNICIPIO DE SANTA           
                        ROSA – CAUCA.

Acción:            EXEQUIBILIDAD

SENTENCIA Nº. 128
I. ANTECEDENTES

1.1. La demanda

El Jefe de la Oficina Jurídica del Departamento del Cauca, en su calidad de delegado del Gobernador del Departamento del Cauca, mediante Decreto No. 0591 de 2014, obrando de conformidad con lo dispuesto en el artículo 305 numeral 10 de la Constitución Política, remite al Tribunal Administrativo del Cauca el Acuerdo No. 07 de 15 de abril de 2014
, proferido por el Concejo de Santa Rosa, Cauca, para que decida sobre su validez

II.- NORMAS VIOLADAS

Señala como violado el artículo 116 del Código de Régimen Político y Municipal, Ley 1333 de 1986.
“ARTICULO 116. Los acuerdos expedidos por los Concejos y sancionados por los alcaldes que se presumen válidos y producen la plenitud de sus efectos a partir de la fecha de su publicación a menos que ellos mismos señalen fecha posterior para el efecto. La publicación deberá realizarse dentro de los quince (15) días siguientes a su sanción.”
III.- CONCEPTO DE VIOLACIÓN
Como fundamento fáctico de la acción, manifiesta que el artículo tercero del acuerdo en cuestión indica: “El presente acuerdo rige a partir de su sanción”, lo que es contrario a la norma citada; por cuanto los actos de carácter general son válidos y producen plenos efectos a partir de la fecha de publicación.

Afirma que si la norma establece que es a partir de la fecha de la publicación y no quedó consignado en el acuerdo, se incurre en flagrante violación del texto normativo.

IV.-  ACTUACIÓN PROCESAL

Por Auto No. 248 de 6 de junio de 2014
 se ordenó la fijación en lista por el término de diez (10) días, para que el Procurador Judicial en Asuntos Administrativos o cualquier otra autoridad o persona interviniera para defender o impugnar la constitucionalidad o legalidad del acto y solicitar la práctica de pruebas y se dispuso comunicar al Alcalde de Santa Rosa, Cauca. 
V.-  EL CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO

Señaló el ente de control que el Acuerdo No. 07 de 2014, fue debidamente tramitado en sus debates reglamentarios, con su debida publicación el 16 de abril de 2014. Por tanto solicita no acceder a las pretensiones de la demanda.

VI. CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL
6.1.  La competencia
El Tribunal es competente para conocer en única instancia el presente proceso, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 151, numeral 5 de la Ley 1437 de 2011, en concordancia con lo preceptuado en los artículos 118  y 121 del Decreto 1333 de 1986, 82 de la Ley 136 de 1994 y 39 de la Ley 446 de 1998, y la Ley 11 de 1986 artículos 74 y 75.

6.2. El control de los acuerdos municipales y de los actos de los alcaldes

 En Sentencia T- 119 de 2003, la H. Corte Constitucional en relación a la competencia y control sobre la inconstitucionalidad o legalidad de los actos proferidos por los concejos municipales y de los alcaldes, manifestó:

 “Según el artículo 305-10 de la Constitución, corresponde al gobernador revisar los actos de los concejos municipales y de los alcaldes y, por motivos de inconstitucionalidad o ilegalidad, remitirlos al Tribunal competente para que decida sobre su validez. Se trata de un procedimiento de control previsto desde mucho antes de la entrada en vigencia de la Carta de 1991, que con el paso del tiempo y las transformaciones institucionales ha tenido algunas modificaciones que bien vale la pena destacar:

 

La Constitución de 1886 encomendó a los gobernadores la función de “revisar los actos de las municipalidades y los de los alcaldes, suspender los primeros y revocar los segundos por medio de resoluciones razonadas y únicamente por motivos de incompetencia o ilegalidad” (Art. 194-8). Se trataba de un control concentrado aunque con modalidades distintas según la naturaleza del acto, pues mientras las decisiones de los alcaldes podían ser revocadas directamente por el Gobernador, los actos de las municipalidades tan solo eran susceptibles de suspensión (temporalmente). El modelo centralista de Estado, sumado al vínculo directo de autoridad y relación jerárquica al interior de la rama ejecutiva del poder público, explica con creces las características de la norma en ese momento histórico.

 

Con posterioridad, el Acto Legislativo No. 3 de 1910 no sólo restringió la facultad de revisión únicamente a razones de inconstitucionalidad o ilegalidad, sino que dejó en cabeza de las autoridades judiciales el control sobre los actos de las municipalidades.

 

Más tarde son introducidos algunos cambios en cuanto a la competencia de Tribunales (superiores y administrativos) para conocer de los actos de los municipios, pero es el Acto Legislativo No. 1 de 1986 la norma que unifica el sistema de control y asigna a las autoridades judiciales la tarea de decidir definitivamente sobre la validez, tanto de los acuerdos municipales como de los actos de los alcaldes. Sin embargo, dicho cambio no fue aislado sino expresión de los ajustes institucionales de la época, donde el proceso de descentralización y autonomía territorial constituyó uno de los pilares fundamentales de la reforma. La Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado ha explicado ese proceso en los siguientes términos:

 

“Este sistema resulta lógico dentro de una reforma constitucional destinada a ampliar la autonomía municipal mediante los sistemas de elección de los alcaldes y de las consultas populares. De nada habría valido dar independencia política al jefe de la administración municipal a través de la elección popular, si sus actos no quedan fuera de la posibilidad de revocación del gobernador y bajo la protección de los procedimientos judiciales, tal como la tienen desde 1910 los actos de los concejos.
 
Además esta tutela administrativa de legalidad está establecida para garantizar que los gobernadores tengan completa y oportuna información sobre los actos municipales y puedan velar por su juridicidad en orden a asegurar la vigencia del ordenamiento constitucional y legal en todos los distritos municipales de la República”.

 

 Por su parte, la regulación legal también se ajustó periódicamente a las modificaciones constitucionales, de las cuales la Corte destaca el Decreto 1333 de 1986, expedido por el Presidente de la República en uso de facultades extraordinarias para sistematizar las normas sobre organización y funcionamiento de la administración municipal, así como la Ley 136 de 1994 (artículo 82). El primero también conserva su vigencia a pesar de la expedición de la Carta de 1991].

 

La anterior revisión histórica, sumada al análisis de la reglamentación legal, permite determinar algunas de las características de este mecanismo.  Algunas de ellas son las siguientes:

 

En primer lugar, se trata de un control concurrente y mixto donde confluye la iniciativa del gobernador y se complementa con la actividad judicial de los tribunales administrativos. La actividad del gobernador está inspirada en el deber genérico de velar por el cumplimiento de la Constitución y la Ley, así como la función de coordinar y dirigir la acción administrativa del departamento (CP. artículo 305-1 y 305-2); por su parte, la labor del tribunal responde a los objetivos para los cuales fue instituida la jurisdicción contencioso administrativa.

 

En segundo lugar, corresponde a un procedimiento autónomo e independiente frente a las demás acciones constitucionales y legales con que cuentan los ciudadanos para asegurar el cumplimiento de normas de naturaleza general, impersonal y abstracta.

 

En tercer lugar, es una acción que solamente puede tramitarse a iniciativa del gobernador (reserva de legitimidad por activa). Sin embargo, una vez cumplidos los requisitos de procedibilidad, cualquier persona puede intervenir para defender o impugnar los acuerdos municipales o los actos del alcalde (Decreto 1333/86, artículo 121). También puede intervenir el alcalde, el personero y el concejo municipal, a quienes el gobernador debe remitir copia del escrito presentado ante el tribunal (Decreto 1333/89, artículo 120).

 

En cuarto lugar, constituye un control excepcional con términos precisos para su ejercicio (dentro de los 20 días siguientes al recibo del acuerdo municipal), para garantizar que la autonomía territorial y la gestión administrativa no se desnaturalicen en detrimento de los intereses de los asociados.

 

En quinto lugar, como la actividad del juez administrativo es en principio rogada, el control que ejerce está circunscrito a los cargos del gobernador o de los intervinientes en el proceso, sin que ello impida al tribunal tomar en consideración otras normas relevantes para la decisión, especialmente las de rango constitucional. En consecuencia, el fallo produce los efectos de cosa juzgada, pero únicamente en relación con los cargos planteados y debidamente analizados (Decreto 1333/86, artículo 121-3). 

 

 Finalmente, contra la sentencia dictada no procede recurso alguno (ibídem), ni siquiera los de carácter extraordinario según la jurisprudencia sentada por el Consejo de Estado sobre la materia”. 

6.3.- El Principio de conservación del derecho
 

“Así, ante la necesidad de satisfacer el principio de conservación del derecho en estos casos, la Corte también ha optado, cuando ello ha sido posible, por la exequibilidad condicionada de las expresiones acusadas o por la adopción de sentencias aditivas.  En términos de la jurisprudencia, “… la Corte también ha entendido que al estudiar la constitucionalidad del lenguaje del legislador es necesario tener presente la importancia que la Carta asigna al principio democrático – del cual se deriva el principio de conservación del derecho - , así como el efecto normativo de la disposición estudiada. Por ello, para que una disposición pueda ser parcial o integralmente expulsada del ordenamiento jurídico en virtud del lenguaje legislativo, es necesario que las expresiones utilizadas resulten claramente denigrantes u ofensivas, que “despojen a los seres humanos de su dignidad”
, que traduzcan al lenguaje jurídico un prejuicio o una discriminación constitucionalmente inaceptable o que produzcan o reproduzcan un efecto social o cultural indeseado o reprochable desde una perspectiva constitucional. Como se verá adelante, para que la Corte pueda expulsar del ordenamiento parcial o integralmente una norma en razón del lenguaje en ella empleado, es necesario que no exista ninguna interpretación constitucional de las expresiones utilizadas. Adicionalmente el juez debe ponderar el efecto negativo del lenguaje – su poder simbólico -  respecto del efecto jurídico de la norma demandada, a fin de adoptar una decisión que no desproteja sectores particularmente protegidos o que no desconozca, en todo caso, el principio democrático de conservación del derecho. Pasa la Corte a recordar la doctrina constitucional vigente en la materia. (…) En aplicación de esta doctrina, ha declarado la constitucionalidad condicionada o la inexequibilidad simple de numerosas expresiones legales que no corresponden “al contenido axiológico del nuevo ordenamiento constitucional”
. Como ya se mencionó, la Corte ha entendido que en virtud del principio de conservación del derecho, la declaratoria de inexequibilidad simple sólo puede prosperar cuando la expresión legislativa es absolutamente incompatible con la Carta y no existe ninguna interpretación de la misma que pueda ajustarse a la Constitución. Adicionalmente, como se verá adelante, la Corte ha encontrado que para efectos de adoptar la correspondiente decisión es fundamental ponderar el efecto de la declaratoria de inexequibilidad sobre los derechos de sujetos de especial protección a fin de modular el sentido del fallo para no desproteger bienes constitucionalmente protegidos.” (La Sala)
6.4. El acto acusado

Se trata del Acuerdo No. 07 de 15 de abril de 2014, expedido por el Concejo Municipal de Santa Rosa, Cauca, “POR MEDIO DEL CUAL SE REALIZA UNA ADICION AL PRESUPUESTO INICIAL DE RENTAS Y GASTOS DEL MUNICIPIO DE SANTA ROSA, CAUCA PARA LA VIGENCIA FISCAL 2014, SEGÚN DOCUMENTO CONPES SOCIAL 172 DE MARZO DE 2014 – SECTOR EDUCACION  – CALIDAD Y PROPOSITO GENERAL.
 6.5. La norma violada y su análisis

· El artículo 166 de la Ley 1333 de 1986.

El Jefe de la Oficina Jurídica del Departamento del Cauca indicó que el cargo encuentra su fundamento en que el H. Concejo Municipal de Santa Rosa, Cauca, al momento de proferir el acto demandado, expresó en el artículo tercero que el acuerdo en mención  entraba a regir a partir de su sanción, palabra que  contraría la norma aducida como violada, pues no es a la sanción si no a la publicación que cobraría plena validez el acuerdo 07 de 2014.
“ARTICULO 116. Los acuerdos expedidos por los Concejos y sancionados por los alcaldes que se presumen válidos y producen la plenitud de sus efectos a partir de la fecha de su publicación a menos que ellos mismos señalen fecha posterior para el efecto. La publicación deberá realizarse dentro de los quince (15) días siguientes a su sanción.”
Precisa el Tribunal que para que un proyecto sea acuerdo deberá ser  aprobado por la respectiva Corporación municipal, previo el siguiente trámite: 

1.- Aprobarse en dos debates celebrados en días distintos. El primero se surtirá en la comisión correspondiente y el segundo en la sesión plenaria tres días después de su aprobación en la comisión, conforme al artículo 73 de la Ley 136 de 1994.

2.- Aprobado el proyecto en segundo debate se remitirá al alcalde para su sanción, dentro de los cinco días hábiles siguientes. Artículo 76 ídem.
3.- Puede el alcalde en lugar de sancionar, objetar los proyectos aprobados por el Concejo por motivos de inconveniencia o ilegalidad.
4.- Si no fuere objetado procederá a su sanción y publicación en el respectivo diario, gaceta o emisora local o regional dentro de los diez días siguientes a su sanción.

Se trata en el sub examine determinar si el acuerdo proferido por el Concejo Municipal de Santa Rosa, se encuentra ajustado a Derecho, habida cuenta de la razón indicada por el Gobernador del Departamento, en ejercicio del control de tutela de los actos proferidos por los concejos y los alcaldes, otorgado por la Constitución.
De los documentos obrantes en el expediente se evidencia que el proyecto de acuerdo fue sometido a estudio y aprobación de la Comisión Tercera del Concejo Municipal el día 9 de abril de 2014, debatido y aprobado en segundo debate en la plenaria el día 13 de abril del mismo año, en concordancia con la normatividad prevista.
Según constancia vista a folio 12 del expediente, se certifica por el Auxiliar Administrativo de la Secretaría de Gobierno y Participación Ciudadana, nota de recibo del proyecto de acuerdo discutido de 14 de abril de 2014, para su sanción y publicación por el Despacho del Alcalde. Acuerdo que es sancionado y luego publicado en la cartelera, ubicada en las instalaciones de la  Alcaldía  municipal de Santa Rosa, Cauca, el 16 de abril de 2014. Por tanto se cumplieron los requisitos establecidos en las disposiciones legales para la aprobación y vigencia del Acuerdo No. 07 de 15 de abril de 2014.
Para la Sala, al parecer por un error de digitación, se consignó la palabra sanción en lugar de publicación en el artículo tercero del acto municipal. Evento que considera el demandante contrario a Derecho y en consecuencia llamado a dejar sin efectos el acto del Concejo. 

Sin embargo, la expresión sanción utilizada en el artículo tercero del acuerdo cuestionado, no es intrínsecamente problemática, en el entendido que se encuentra plenamente demostrado el cumplimiento de los requisitos legales de formación del acto. Además tal manifestación no tendría el alcance de ser incompatible con la finalidad legal del Acuerdo 07 de 2014, o contrariar disposiciones constitucionales, que evidencien afectación de derechos jurídicamente protegidos. 
La Sala en el presente caso dará relevancia al principio de conservación del Derecho, considerando ajustado a la normatividad la expresión contenida en el artículo 3 del Acuerdo 07 de 2014, en el entendido que se refieren sus efectos única y exclusivamente al cumplimiento de la obligación de publicación del acuerdo. 
De otra parte la prevalencia del derecho sustancial sobre las formas, según el artículo 228 de la Carta Política, permiten igualmente apreciar que se cumplió con la exigencia legal. Los documentos aportados evidencian sin menor duda que la publicación se realizó.
En consecuencia se declarará ajustado a Derecho el Acuerdo 07 de 2014, emitido por el Concejo Municipal de Santa Rosa, Cauca, bajo el entendimiento que no podía producir efectos antes de su publicación.
VII. DECISION

En mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CAUCA, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR AJUSTADO a la ley el Acuerdo Nº. 07 de 15 de abril de 2014, expedido por el Concejo Municipal de Santa Rosa, Cauca, bajo el entendimiento que no podía producir efectos antes de su publicación.
SEGUNDO: COMUNICAR la presente decisión al Alcalde del municipio de Santa Rosa - Cauca.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Se hace constar que el proyecto de esta providencia fue considerado y aprobado por el Tribunal en sesión de la fecha. 

Los Magistrados,
DAVID FERNANDO RAMÍREZ FAJARDO

CARLOS H. JARAMILLO DELGADO   NAUN MIRAWAL MUÑOZ MUÑOZ 

� Fls 4-7


� Fls 18-19


� Fls 25-26


� Sentencia C-066 de 2013


� Cfr. Entre otras la sentencia C-1088/04 “al poder político ya no le está permitido aludir a los seres humanos, sea cual sea su condición, con una terminología que los despoje de su dignidad, que los relegue al derecho de las cosas”. Y añadió, “expresiones de esa índole, susceptibles de un uso emotivo que resulta jurídicamente degradante y discriminatorio, no son compatibles con los fundamentos de una democracia constitucional y deben ser retirados del ordenamiento jurídico”. 


� Ver entre otras, Corte Constitucional, Sentencias C-105 de 1994; C-222 de 1994; C-544 de 1994; C- 397 de 1995; C-446 de 1995; C- 591 de 1995; C- 174 de 1996; C-004 de 1998; C-742 de 1998; C-068 de 1999; C-082 de 1999; C- 112 de 2000; C- 289 de 2000; C- 641 de 2000; C- 800 de 2000; C-1111 de 2000; C- 1440 de 2000; C-1492 de 2000; C-1495 de 2000; C-1264 de 2000; C-007 de 2001; C- 1298 de 2001; C-174 de 2001; C-092 de 2002, C-379 de 2002; C-478 de 2003; C-1088 de 2004, C-1235 de 2005 y C-804 de 2006. 
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